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En la evaluación sobre los alcances de los Acuerdos Marco (en 
adelante AM), predomina un enfoque autolimitativo, centrado en 
considerarlos instrumento de “responsabilidad social empresaria” (el 
enfoque de los empleadores) o “¨diálogo social a escala 
internacional” (terminología utilizada por OIT desde 2004). 
 
Diferenciándose de estas perspectivas, ha ganado espacio otra 
alternativa que explora las posibilidades de que estos AM tengan 
responsabilidad jurídica.    
 
Un punto de partida en el espacio iberoamericano ha sido la 
“Declaración de Toledo”, resultante del Seminario  Internacional  



sobre Responsabilidad legal de las  ETN”, Toledo, noviembre 2005), 
iniciativa de la UCLM (Universidad Castilla La Mancha) del que 
participaron organizaciones sindicales de España y América Latina 
(CCOO, CTA Argentina, y  CGTP Perú), así  como   abogados 
laboralistas de Chile, Colombia, Brasil y España (ver anexo I). 
 
Posteriormente, se ha señalado que los AM pueden considerarse un 
antecedente de negociación colectiva trasnacional: 
-     CCOO (“Guía Sindical para la defensa del trabajo en la 
globalización”, 2006) ha afirmado que   “podrían llegar a suponer un 
embrión de negociación colectiva transnacional, aunque no cuentan 
con un marco legal que regule las relaciones laborales 
internacionales”, para lo cual tienen “carácter vinculante”,   
OIT (Simposio 60 aniversario del convenio 98, Ginebra, 2009) 
plantea que “la globalización   requiere la internacionalización de la 
negociación colectiva y de las relaciones de trabajo: los AM   forman 
parte de la estrategia para ampliar el espacio para organizarse y 
negociar colectivamente en el nivel nacional”.   
 
La  mencionada condición embrionaria de  los AM proviene de 
naturaleza consensuada, aunque estén desprovistos de eficacia 
normativa. 
 
Al firmar  AM, las empresas manifiestan su compromiso a ser 
socialmente responsables, y tal compromiso transciende a los países 
donde operan sus filiales (así como proveedores y contratistas). 
 
En relación a la judicialidad de estos AM, se abren cuatro 
alternativas: 
 
Alternativa 1. Sistema jurídico nacional 
 
La alternativa es establecer articulaciones con un sistema jurídico 
nacional que suministre medidas de ejecución no voluntaria de 
dichos compromisos y la reparación de su incumplimiento. 
 
Se necesita integrar al AM y su contenido obligacional  en un 
ordenamiento jurídico nacional, para poder así exigir una 
responsabilidad a la transnacional  recurriendo a los tribunales de 
justicia. 



 
Alternativa 2. Plano internacional 
 
Se necesita  resolver el conflicto entre la extraterritorialidad de la 
conducta de la transnacional  que viola derechos humanos y la 
exigibilidad de responsabilidades a esta empresa en el territorio 
donde tiene su sede. 
 
En el plano internacional, se presenta un déficit importante en el 
hecho de que a efectos de exigir responsabilidad a las ETN, se 
enjuicia a los Estados y no a las personas físicas o morales que han 
cometido las vulneraciones, aun cuando mostrar a un Estado 
complice es relevante, en cuanto permite visibiizar, y reparar, la 
situación. 
 
Tampoco son aplicables las intervenciones  bajo el principio de 
crímenes de lesa humanidad, al estilo de lo avanzado en materia de 
justicia penal global.  En este grupo de  conductas criminales   se 
encuentran los atentados a los estándares mínimos de trabajo, 
aunque si el trabajo esclavo. 
 
Alternativa  3.  Acción judicial en país sede de la multinacional 
 
Es posible el enjuiciamiento de la conducta de la empresa en el 
territorio en el que ésta tiene su sede como forma de exigirle 
responsabilidad por el incumplimiento de sus compromisos 
voluntarios o contractuales? 
 
Para ello, es necesario  calificar    los códigos de conducta 
adoptados de forma unilateral por la empresa como decisiones o 
prácticas de empresa que afectan el interés colectivo de los 
trabajadores de la misma. 
 
La estrategia se basa en considerar que los AM son convenios 
colectivos en un sentido amplio,  es decir, fuentes de derechos y 
obligaciones laborales.  
 
La promoción del conflicto será por las estructuras sindicales 
firmantes del acuerdo.  El objetivo será mostrar  incumplimiento del 



acuerdo o de la decisión empresarial, para que el tribunal establezca 
el cese de tales conductas vulneradoras de estos instrumentos. 
El procedimiento de verificación o de control del cumplimiento del 
acuerdo  tendrá que asimilarse a la  actuación previa al proceso de 
las comisiones paritarias de los convenios colectivos. 
 
La sentencia colectiva obtenida abrirá una cascada de acciones 
procesales sobre la base de la declaración que contiene. 
 
Alternativa 4.  Una normatividad laboral “de empresa” 
 
El objetivo es establecer ciertas precondiciones de ejercicio de la 
actividad de la empresa respecto de los trabajadores a su servicio, 
con independencia del lugar concreto en el que se sitúe. 
 
Se podría plantear la superación de las diferencias normativas de 
origen estatal en materia laboral para los trabajadores de una misma 
multinacional, a partir de una regulación relativamente homogénea 
de los estándares de trabajo de todos  sus empleados.   
 
Ello requiere entonces la creación de una normatividad laboral “de 
empresa”, más allá de las diferentes normas laborales nacionales 
que sirven de referencia fragmentada de la relación laboral, que se 
independice en su aplicación de los mecanismos de control externos 
provenientes de los diferentes sistemas jurídicos nacionales. 
 
La multinacional tendería así a la regulación autónoma de las 
relaciones laborales en el espacio libre delimitado por el perímetro de 
la organización empresarial y productiva tal como resulta diseñado 
por ésta, de manera que ese centro de imputación normativo vendría 
a coincidir con la subjetividad de la empresa y los elementos de 
cooperación interempresarial que ésta defina. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 DECLARACION DE TOLEDO SOBRE RESPONSABILIDAD 
LEGAL DE LAS ETN 

 
1.-Las Empresas transnacionales (ETN) en América Latina llevan a 
cabo una política  que cuestiona, reduce y en muchas ocasiones 
elimina los derechos individuales  y colectivos de los trabajadores.   
Esa actuación se aprovecha fundamentalmente  de la desregulación 
que en muchos países la década neoliberal ha venido  produciendo 
en materia laboral y social con el consiguiente debilitamiento tanto de  
la norma estatal de tutela como de la garantía judicial de los 
derechos.   Particularmente  intensa resulta la desestructuración a 
que se ha sometido a la unidad  empresarial como consecuencia 
combinada de la externalización y la descentralización  organizativa y 
la inexistencia de modificaciones normativas al respecto, que se 
traduce en un insoportable achique del campo de protección del 
trabajador  individual y de la acción colectiva y sindical. 
 
2.- Es preciso avanzar en el reforzamiento de la responsabilidad de 
las ETN  en materia laboral. Hay varias vías abiertas y ninguna de 
ellas debe considerarse impracticable o desechable. 
 
3.- Es preocupante el deterioro de la obligatoriedad y de la 
normatividad que ha  sufrido el Derecho Internacional del Trabajo, en 
especial si lo comparamos con la  capacidad coercitiva y regulativa 
del Derecho Internacional del Comercio.  
 
Es necesario  impulsar un amplio debate que conduzca al 
reforzamiento de la actuación  normativa y la fuerza obligatoria de las 
decisiones de la OIT, reformando por consiguiente  sus 
procedimientos y formas de adoptar las decisiones.  
 
En particular  debe reformularse el procedimiento del Comité de 
Libertad Sindical, de manera tal  que se le diera una eficacia real y 
constitutiva a sus decisiones.  
 
Siempre en el  plano internacional, es urgente que se de vía libre a 
las Normas sobre la responsabilidad  de las Sociedades 
Transnacionales y otras empresas comerciales en materia de 



derechos humanos que aprobó la Subcomisión de Derechos 
Humanos  de la ONU en agosto del 2003.  
 
En estas normas debe sin embargo incorporarse  mecanismos de 
responsabilidad solidaria de las ETN con sus proveedores y 
contratistas  e introducir un principio de responsabilidad civil y penal 
de los dirigentes  de las sociedades y empresas transnacionales. 
 
4.- La Unión Europea debe poner en marcha una normativa de 
encuadramiento  del compromiso de las ETN de mantener 
estándares laborales dignos en todos  los lugares donde fije su 
producción.  
 
Debe ser un mecanismo compulsorio de  ámbito supranacional que 
se inspire en el tipo de regulación que recibieron los  Comités de 
Empresa Europeos en las Directivas de 1994 y 1997 y que fije una  
obligación de negociar Acuerdos Marcos Globales en el ámbito de la 
ETN, determinado el procedimiento de negociación y el contenido 
mínimo con referencia a los estándares de la OIT. 
 
5.- En muchas ocasiones es posible implicar al Estado como 
responsable, por  acción u omisión, de incumplimientos graves de los 
derechos de libertad sindical y de negociación colectiva al servicio de 
las ETN que actúan en ese país.  
 
Es importante  que el movimiento sindical explore y practique estas 
vías de exigencia de responsabilidad y de sanción a los Estados 
nacionales. 
 
6.- Es importante exigir de cada Estado y en cada ámbito de 
cooperación económica  supranacional las modificaciones legales 
necesarias para la criminalización  de las infracciones más graves 
contra los derechos de los trabajadores.  
 
Igualmente  es necesario que se produzca el reconocimiento de que 
tales delitos, por el carácter  supranacional tanto de sus efectos 
como de sus sujetos responsables, han  de ser incluidos dentro del 
catálogo de lo perseguibles por cada Estado, de  acuerdo con lo 
establecido por el principio de justicia universal.   Cuando el delito  



afecte a derechos colectivos, los sindicatos serán considerados, a 
efectos procesales,  parte directamente perjudicada. 
 
7.- La inexistencia de un Tribunal Laboral Internacional que enjuicie 
los incumplimientos  de las ETN de los estándares laborales dignos 
no impide que se propicie  la creación de Observatorios nacionales 
sobre la actuación de las ETN en materia  laboral que deben 
organizarse en red y coordinar sus informaciones, opiniones y  
actuaciones en todos los espacios donde la ETN fije la producción.  
 
Estas iniciativas  materializan además una necesaria coordinación 
intersindical que permita ir  construyendo paulatinamente una 
dimensión transnacional del sindicalismo más allá de los modelos 
nacionales y de sus peculiaridades concretas. 
 
8.- La realización de Acuerdos Marco Globales (AMG) en el seno de 
las ETN, en el que  los interlocutores son sindicatos nacionales, el 
sindicalismo internacional  y  eventualmente órganos de 
representación de los trabajadores en la ETN, son una  
manifestación de la negociación colectiva en el espacio transnacional 
que hay que  extender y profundizar.  
 
Se debe precisar mas los contenidos, manteniendo como  suelo 
mínimo los Convenios de la OIT considerados fundamentales, y los 
procedimientos  de control que dichos acuerdos prevén ante su 
incumplimiento.  
 
La información  sobre estos AMG a los sindicatos y trabajadores  de 
los países en los que la ETN actúa es una condición de eficacia de 
los mismos  y permite una cierta reversión hacia el interior del país 
de la coordinación intersindical  que vigorice el hecho colectivo y 
sindical en estas empresas o grupo de empresas  de la ETN en un 
determinado país. 
 
9.- Los compromisos asumidos por las ETN de manera unilateral, 
como códigos  de conducta, deben en todo caso incorporar 
mecanismos de interlocución y de  participación sindical, y, en líneas 
generales, deben ir siendo sustituidos por los AMG.  
 



En todo caso, tales compromisos deben ser definidos  como una 
obligación exigible a la ETN cuyo incumplimiento genera 
responsabilidad  por daños a los interesados y afectados deducible 
ante los tribunales de justicia. 
 
10.- La exigencia de responsabilidad por el incumplimiento de los 
AMG  o de los Códigos de Conducta debe poder plantearse tanto en 
el foro  nacional donde se produjo el incumplimiento de los 
estándares laborales dignos  como enjuiciarse en el territorio en el 
que la ETN tenga su sede.  
 
En concreto, y en el caso español, se debe hacer una interpretación 
del artículo 25.2 LOPJ que afirme la plena competencia de los 
juzgados españoles en materia de control de legalidad de los 
convenios colectivos, cualquiera que sea su eficacia, celebrados en 
España y de pretensiones de conflicto colectivo promovidas en 
territorio español, donde además tiene su domicilio la ETN 
demandada.  El carácter convencional de los AMG  y la definición de 
los Códigos de Conducta como decisiones y prácticas de empresa 
permite emprender un proceso de carácter colectivo que viabilice la 
exigencia de responsabilidad a la ENT en su sede principal por el 
incumplimiento de sus compromisos laborales aunque estos se 
hayan materializado en otros países. 
 
Este recurso es particularmente útil porque permite ganar visibilidad 
del conflicto en la opinión pública internacional y afecta de lleno a la 
imagen de la ETN en su declarado compromiso con la idea de 
Empresa Socialmente Responsable. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 


